
BOLETN OFICIAL 
DE LAS CORTES GENERALES 

11 LEGISLATURA 

Serie E: 
OTROSTEXTOS 

8 de octubre de 1984 Núm. 71 

I N D I C E  
Núms. Páginas 

REALES DECRETOS-LEY (RDL) 

RDL 26-1-2 informe de la Ponencia sobre el Proyecto de Ley de protección de medios de trans- 
porte que se hallen en territorio espaiiol realizando viajes de carácter internacional 
(Real Decreto-ley 11/1984, tramitado como proyecto de ley por el procedimiento de 
urgencia) (aB. O. C. C.*, Serie E-71, RDL 26-1, de 31 de julio de 1984). ................. ,801 

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL (STC) 

STC 24-1 Sentencia dictada por el Tribunal Constitucional en el recurso de inconstitucionalidad 
número 381/83, interpuesto contra la Ley Orgánica 4/1983, de 25 de febrero, del Esta- 
tuto de Autonomía de Castilla-León.. ................................................. 804 

REALES DECRETOS-LEY 

RDL 26-1-2 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 
BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES del Informe 
emitido por la Ponencia sobre el Proyecto de Ley de Pro- 
tección de Medios de Transporte que se hallen en territo- 
rio español realizando viajes de carácter internacional 
(Real Decreto-ley 1111984, tramitado como Proyecto de 
Ley por el procedimiento de urgencia) y con Competen- 
cia Legislativa Plena. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 3 de octubre de 
1984.-El Secretario General del Congreso de los Diputa- 
dos, Luis María Cazorla Prieto. 

A la Comisión de industria, Obras Públicas y Servicios 

La Ponencia encargada de redactar el Informe sobre el 
Proyecto de Ley sobre Protección de medios de transpor- 
tes que se hallen en territorio español realizando viajes 
de carácter internacional (Real Decreto Ley 11/1984), in- 
tegrada por los Diputzdos don Manuel Abejón Adamez 
(Grupo Parlamentario Socialista); don José Antonio Tri- 
llo y López-Mancisidor y don José Javier Pérez-Olivares 
(Grupo Parlamentario Popular); don Joaquín Ferrer i Ro- 
ca (Grupo Parlamentario Minoría Catalana); don Luis 
Mardones Sevilla (Grupo Parlamentario Centrista); don 
Horacio Fernández Inguanzo (Grupo Parlamentario Mix-' 
to); don Ignacio María Echeberría Monteberría (Grupo 
Parlamentario Vasco), ha estudiado con todo deteni- 
miento dicho Proyecto de Ley, asf como las enmiendas 
presentadas al mismo, y en cumplimiento de lo dispuesto 
en el artículo 1 13 del Reglamento elevan a la Comisión el 
siguiente 
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I N F O R M E  

A la reunción celebrada por la Ponencia el martes día 
25 de septiembre a las 10,30 horas, asistieron los seiiores 
Abejón Adamezly Sánchez Bolaiios por el Grupo Parla- 
mentario Socialista, Pérez-Oiivares por ei crup0 Paria- 
mentario Popular y Echeberría Monteberría por el Grupo 
Parlamentario Vasco. 

Examinan en primer lugar los señores Diputados 
miembros de la Ponencia la Nota Informativa elaborada 
por el Letrado, así como el Derecho comparado, como 
complemento de información en relación con dicho 
Proyecto de ley. 

Existe unanimidad en la Ponencia para que por parte 
de los servicios de la Cámara se corrijan los errores exis- 
tentes en la transcripción el texto del aBoletín Oficial de 
las Cortes Generales, del Proyecto, originariamente Real 
Decreto ley convalidado por el Pleno del Congreso. A este 
propósito se considera necesario rectificar en la Exposi- 
ción de Motivos el término *casación* de la línea penúl- 
tima por la palabra atasaciónn; en el párrafo tercero Ií-  
nea segunda, donde dice a Gobernadores libres. deberá 
decir aGobemadores Civiles*. Por otra parte, en el Artl- 
culo Primero, donde dice *viales* debe decir *viajes*, y 
en el Artículo Segundo punto dos, donde dice *Si no 
declarse contra ... B debe decir *Si se declarase contra.. .*. 

Igualmente existe unanimidad en la Ponencia en que 
todos los puntos donde se haga referencia al Decreto ley 
debe hacerse referencia al término Ley. 

Entrando en el examen de las distintas enmiendas, se 
acepta unánimemente la número 1 (Grupo Parlamenta- 
rio Popular), que se refería a correcciones materiales ya 
apuntadas, igualmente se acepta la enmienda número 2 
(Grupo Parlamentario Popular) por las mismas razones. 

En relación con el Artículo Segundo, la enmienda nú- 
mero 3 (Grupo Parlamentario Popular) ha de correr la 
misma suerte que las enmiendas números 5 ,  6 ,  7 y 8 de 
dicho Grupo que se examinan a continuación. Efectiva- 
mente, la enmienda número 3, propone sustituir la refe- 
rencia al Artículo Quinto por una referencia al Artículo 
Cuarto, toda vez que dicho Grupo Popular en su enmien- 
da número 7, solicita la supresión del Artículo Quinto. La 
enmienda número 3 es rechazada por la mayoría de la 
Ponencia. 

La enmienda número 4 (Grupo Parlamentario Popular) 
que solicita la adición de un nuevo apartado al Artículo 
2.0, es aceptada por unanimidad, dicha enmienda se 
acepta por cuanto a juicio de los Ponentes permitirá un 
más ágil procedimiento de subrogación por parte del Es- 
tado y evitará posibles dudas en los eventuales conten- 
ciosos que se produjeran. 

Se acuerda por la Ponencia que dicha enmienda venga 
a constituir el apartado 2 nuevo del Artículo 2.0, pasando 
a ocupar el apartado 3 lo que en el Proyecto de Ley cons- 
tituye el apartado 2 .  
La enmienda número 5 del Grupo Parlamentario Popu- 

lar es rechazada por la Ponencia mayoritariamente, toda 
vez que implícitamente supone la supresión del Artículo 
Quinto de este Proyecto de Ley. Por elL, la Ponencia 

entra a analizar a continuación las enmiendas números 
6, 7 y 8 del Grupo Parlamentario Popular. Las dos últi- 
mas solicitan la supresión de los Artículos Quinto y Sex- 
to del Pryecto de Ley, estableciéndose como argumento 
básico para dicha solicitud del Grupo proponente la cir- 
cunstancia de que puede estimarse que se sustrae a la 
competencia del Consejo de Ministros y fundamental- 
mente a la consulta previa del Consejo de Estado, mate- 
ria objeto de regulación en el Proyecto. A este prop6sito 
se estima mayoritariamente por la Ponencia y de forma 
específica por el Grupo mayoritario que, tal como se 
apuntó en el Pleno del Congreso de los Diputados que 
examinó la convalidaciorí del Real Decreto ley, no cabe 
prejuzgar, por la lectura detenida de la redacción esta- 
blecida en los Artículos Quinto y Sexto, que se vaya a 
omitir el trámite establecido en el Artículo 22,  apartado 
13 de la Ley Orgánica 311980, de 22 de abril, del Consejo 
de Estado. El procedimiento de urgencia establecido en 
los Artículos Quinto y Sexto, no permite advertir, a juicio 
del Grupo mayoritario que lo establecido por la Ley Or- 
gánica anteriormente citada se modifique. En cualquier 
caso, manifiesta expresamente el Grupo mayoritario que 
si la redacción de los Artículos Quinto y Sexto estuviera 
variando el contenido de lo dispuesto en una Ley Orgáni- 
ca, el Grupo mayoritario no defendería la redacción de 
dichos Artículos Quinto y Sexto pues, por el contrario, se 
situaría al margen del principio del bloque de legalidad 
básico de nuestro ordenamiento jurídico constitucional. 

Considera el Grupo mayoritario igualmente que, por 
otra parte, las enmiendas del Grupo Popular en las que 
se solicita la supresión del contenido de los Artículos 
Quinto y Sexto, no ofrecen una alternativa que permita 
resolver el problema planteado, de conformidad a lo es- 
tablecido en la Exposición de Motivos. 

Por todas las razones apuntadas, dicho bloque de en- 
miendas es rechazado mayoritariamente por la Ponencia 
y el Grupo proponente las mantiene para su debate y 
votación en el trámite de Comisión. 

Por último, el Letrado asistente a la Ponencia sugiere a 
los ,señores Ponentes la conveniencia de modificar la re- 
dacción de la Disposición Transitoria por razones estric- 
tamente técnicas. La Ponencia unánimemente acepta tal 
criterio proponiendo una nueva redacción del siguiente 
tenor: 

a Disposición Transitoria 

La presente ley será de aplicación a los hechos ocurri- 
dos a partir del 1 de enero de 1984, pero la prescripción 
de la acción comenzará a partir del 1 de julio de 1984.~ 

La fecha anteriormente citada no es otra que la de 
publicación del Decreto ley en el aB. O. E.*. 

Sin más asuntos que tratar la Ponencia termina sus 
trabajos en una sola reunión y eleva este Informe a la 
Comisión para que se proceda a la cumplimentación del 
trámite correspondiente. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 25 de septiem- 
bre de 1984.-Manuel Abejón Adorna, Joaquín Ferrer ! 
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Roca, Horacio Fernández Inguanzo, José Javier Pérez 
Olivares, Luis Mardones Sevilla y Ignacio María Echebe- 
rría Monteberría. 

ANEXO 

PROYECTO DE LEY SOBRE PROTECCION DE ME- 
DIOS DE TRANSPORTE QUE SE HALLEN EN TERRI- 
TORIO ESPAÑOL REALIZANDO VIAJES DE CARAC- 

TER NACIONAL 

El transporte internacional constituye en nuestros días 
un factor determinante para garantizar la libre circula- 
ción de las personas y el normal desenvolvimiento de los 
intercambios comerciales entre los países. 

Teniendo en cuenta el volúmen de vehículos de trans- 
portes extranjeros que circulan por el territorio nacional 
tanto en destino como en tránsito hacia otros países, y 
habida cuenta del recrudecimiento en los últimos tiem- 
pos de las acciones violentas cometidas por grupos indis- 
criminados, en apoyo de las reivindicaciones sustentadas 
en determinados conflictos, se hace preciso obtener la 
implantación de un procedimiento ágil y eficaz para la 
rápida indemnización por el Estado de los daños ocasio- 
nados, en línea con lo establecido al respecto por otros 
países, y sin perjuicio de la eventual aplicación, en  caso 
de discrepancia por parte de los interesados, de los pro- 
cedimientos ordinarios de tasación y valoración previs- 
tos en la legislación general. 

A dicha finalidad responde la presente Ley que atri- 
buye a los Gobernadores Civiles, como representantes del 
Gobierno y responsables del mantenimiento del orden 
público, la facultad de acordar la indemnización provi- 
sional de la totalidad de los daños y perjuicios produci- 
dos a los transportistas damnificados, previa una infor- 
mación sumaria. 

La vigencia de la presente Ley, finalmente se retrotrae 
a 1 de enero de 1984, a fin de incluir en su ámbito de 
aplicación los hechos ocurridos en los últimos tiempos, y 
evitar las demoras inherentes al procedimiento indemni- 
zatorio ordinario. 

Artículo 1." Los daños y perjuicios sufridos por me- 
dios de transportes extranjeros de mercancías o colectivo 
de viajeros, su carga y ocupantes, que se hallen en terri- 
torio español, realizando viajes de transporte internacio- 
nal serán indemnizables por el Estado, en las condicio- 
nes que se determinan en los artículos siguientes. 

Los daños y perjuicios a que se refiere 
el artículo 1 ." serán los derivados directamente de accio- 
nes violentas, indiscriminadas o selectivas realizadas por 
personas identificadas o no y en relación a un conflicto 
existente. 

Con carácter provisional, y hasta tanto recaiga resolu- 
ción judicial firme, el Estado podrá conceder una indem- 
nización conforme al procedimiento previsto en el artícu- 
lo 5." 

2. (nuevo) El Estado se subrogará en todos los dere- 
chos y acciones que le correspondan al asegurado que 

Artículo 2.0, 1.  

haya sido indemnizado frente al asegurador de los bienes 
si las pólizas correspondientes cubrieran estos riesgos. 

3. (antiguo 2 del Proyecto) Si se declarase contra los 
autores una responsabilidad ciyil derivada de hechos im- 
punibles, el Estado podrá repetir frente al culpable. 

Artículo 3: Los daños a personas serán indemniza- 
dos, como mínimo, en la cuantía prevista en la legisla- 
ción laboral de la Seguridad Social española, salvo que 
otra cosa se establezca por tratado o, en su defecto, en 
aplicación del principio de reciprocidad. 

Los daños materiales se indemnizarán según el resulta- 
do de las diligencias que se practicaren en el expediente 
regulado en el artículo 5: de esta Ley o, en su caso, en la 
Ley y Reglamento de Expropiación Forzosa. 

En todo caso, los danos y perjuicios habrán de ser efec- 
tivos, evaluados económicamente e individualizados en 
relación a una persona o grupos de personas. 

Artículo 4: La reclamación habrá de efectuarse en el 
plazo y forma previstos en los artículos 121 y 122 de la 
Ley de Expropiación Forzosa y demás preceptos del Re- 
glamento que la desarrolla. 

Artículo 5: No obstante lo dispuesto en el artículo 
anterior, el Gobernador Civil de la provincia en que hu- 
biere ocurrido el hecho indemnizable será competente 
para instruir y resolvEr con carácter provisional, sobre 
peticiones de indemnización urgente, en los términos que 
a continuación se señalan: 

Se cntendcrá por indemnización urgente la que, con 
este carácter, se formule por los interesados en base a la 
gravedad de los daños producidos y a la necesidad de 
pronta reanudación de la normal actividad empresarial. 

Con la solicitud de indemnización se presentarán los 
documentos justificativos de la naturaleza de los daños y 
perjuicios y de la cuantía de su reparación y, en su caso, 
gastos médico-farmacbuticos. 

El Gobierno Civil, si no se considerase suficientemente 
instruido, mandará practicar una informacion sumaria 
resolviendo en el plazo de cinco días, pudiendo acordar, 
con carácter provisional, la indemnización de la totali- 
dad de los daños y perjuicios provisionalmente tasados, y 
asimismo, en su caso, de los gastos médico-farmacéuti- 

Contra esta resolución no cabe recurso alguno, en vía 
administrativa, pero el perjudicado podrá acudir al pro- 
cedimiento ordinario previsto en el artículo 4: El Gober- 
nador Civil remitirá copia de dicha resolución al Ministe- 
rio del Interior y a la autoridad judicial que instruyere 
las diligencias. 

Artículo 6: La indemnización provisional acordada 
por el Gobernador Civil .será justificante suficiente para 
que por el Ministerio del Interior se proceda a tramitar 
con carácter urgente el expediente de gasto correspon- 
diente, con cargo a los créditos habilitados para este fin. 

cos. 

DISPOSICION TRANSITORIA 

La presente Ley será de aplicación a los hechos ocurri- 
dos a partir del 1 de enero de 1984, pero la prescripción 
de la acción comenzará a partir del 1 de julio de 1984. 
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DISPOSICION ADICIONAL 

1, El Gobierno dictará las disposiciones precisas para 
ejecutar esta Ley. 
2. Por el Ministerio de Economía y Hacienda se habi- 

litarán los créditos neaesarios para la ejecución de lo 
dispuesto en la presente Ley. 

DISPOSICION FINAL 

La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su 
publicación. 

SENTENCIAS DEL 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

STC 24-1 

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, ha 
acordado la publicación en el BOLET~N OFICIAL DE LAS 

CORTES GENERALES de la sentencia dictada por el Tribu- 
nal Constitucional en el recurso de inconstitucionalidad 
número 381183, interpuesto contra la Ley Orgánica 4í 
1983, de 25 de febrero, del Estatuto de Autonomía de 
Castilla-Le.. 

En ejecuci6n de dicho acuerdo se ordena su publica- 
cibn de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 2 de octubre de 
1984.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Luis María Cazorla Prieto. 

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por 
don Manuel García-Pelayo y Alonso, Presidente, y don 
Jerónimo Arozamena Sierra, don Angel Latorre Segura, 
don Manuel Díez de Velasco Vallejo, don Francisco Ru- 
bio Llorente, doña Gloria Begué Cantón, don Luis Díez 
Picazo, don Francisco Tomás y Valiente, don Rafael Gó- 
mez-Ferrer Morant, don Antonio Tniyol Serra y don 
Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

en el recurso de inconstitucionalidad registrado con el 
número 381183, promovido por don Luis Femández Fer- 
nández-Madrid, Comisionado por 53 Senadores más, 

contra la Ley Orgánica 411983, de 25 de febrero, del Esta- 
tuto de Autonomía de Castilla-León, en el que han com- 
parecido el Senado y el Gobierno, representado éste por 
el Abogado del Estado, siendo ponente el Magistrado don 
Luis Díez Picazo, quien expresa el parecer del Tribunal. 

1. ANTECEDENTES 

1. Mediante escrito que se registró en este Tribunal el 
día 1 de junio de 1983, don Luis Fernández Fernández- 
Madrid, Comisionado por 53 Senadores más, promovió 
recurso de inconstitucionalidad contra la Ley Orgánica 
4/1983, de 25 de febrero, del Estatuto de Autonomía para 
Castilla y'León. En el escrito de interposición del recurso 
se indica que mediante acuerdo de 13 de enero de 1983 la 
Diputación Provincial de León revocó el que había adop- 
tado el 16 de abril de 1980, con el que había ejercido la 
iniciativa del proceso autonómico, a que alude el artículo 
143.2 de la Constitución Española: que el acuerdo de 13 
de enero de 1983 fue notificado a la Mesa del Congreso de 
los Diputados, la cual, sin embargo, prosiguió la tramita- 
ción del proyecto de Estatuto, infringiendo, a juicio de 
los recurrentes, los artículos 136, en sus apartados 1: y 
3.0, y 207 del Reglamento del Congreso de los Diputados; 
y que el Proyecto de Estatuto fue aprobado y prómulga- 
do como Ley 411983, de 25 de febrero, con infracción del 
artículo 146 de la Constitución Espatiola. Mantenían asi- 
mismo los recurrentes que la Ley 4í1983 quebranta tam- 
bién lo dispuesto en el apartado c) del punto 2: del artí- 
culo 147 de la Constitución, por cuanto, en vez de conte- 
ner la sede de las instituciones autonómicas de la Comu- 
nidad, según ordena el precepto constitucional, prescribe 
en su artículo 3 que las Cortes de Castilla y León, que se 
constituyan en la Villa de Tordesillas, aprobarán en su 
primera sesión ordinaria la Ley que determine la sede o 
sedes de dicha Comunidad. 

Afirmaban por último los recurrentes que la provincia 
de León dispone de entidad regional histórica en el senti- 
do del artículo 143.1 de la Constitución. Y en virtud de 
todo ello pedían al Tribunal que dictase Sentencia «por 
la que se declare inconstitucional la integración de León 
en la Comunidad Castilla y León, debiéndose dejar sin 
efectos todas las menciones del Estatuto a esta provincia, 
a la que el Estatuto en caso alguno será aplicable, supri- 
miendo León, en su caso, de la denominación de la Co- 
munidad, e, igualmente, que se declarara inconstitucio- 
nal la Ley en su artículo 3, por contrariar la exigencia de 
los artículos 146 y 147, c), de la Constitución, en cuanto a 
señalamiento de sede o sedes, que corresponde en exclu- 
siva a las Cortes Generales». 

2. La Sección cuarta acordó admitir a trámite el re- 
curso de inconstitucionalidad, dar traslado del mismo al 
Congreso de los Diputados y al Senado por conducto de 
sus Residentes y al Gobierno por el del Ministerio de 
Justicia a los efectos del artículo 34 de la Ley Orgánica 
del Tribunal Constitucional, y publicar en el «Boletín 
Oficial del EstadoP la interposición del recurso, añadien- 
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do que en su momento se acordará lo procedente sobre el 
recibimiento a prueba. 

Mediante escrito de 5 de julio de 1983, el Presidente 
del Senado pidió que se tuviera por personada a dicha 
Cámara en el procedimiento y en escrito de 14 de julio de 
1983 el Abogado del Estado pidio Que se tuviera por per- 
sonado y por parte. 

En su escrito de alegaciones, de 26 de julio de 1982, 
afirma el Abogado del Estado que en virtud de la disposi- 
ción transitoria primera de la Constitución, en los terri- 
torios dotados de un régimen provisional de autonomía 
cual fue el caso de Castilla-León, sus órganos colegiados 
superiores podían sustituir la iniciativa autonómica a 
que se refiere el artículo 143.2, y que la constitución de 
una Comunidad Autónoma podía también hacerse por 
las Cortes Generales mediante Ley Orgánica, según dis- 
pone el artículo 144 de la misma norma básica. Por todo 
ello, el concurso de la voluntad de una Diputación Pro- 
vincial no es imprescindible en el proceso de constitu- 
ción de una Comunidad Autónoma. Afirma asimismo el 
Abogado del Estado que un acuerdo favorable a la inte- 
gración de una provincia en una Comunidad Autónoma 
no es revocable como se desprende del artículo 143.3 que 
prescribe implícitamente que tampoco es revocable has- 
ta transcurridos cinco arios un acuerdo contrario a dicha 
integración y de que, según pone de relieve el examen de 
los antecedentes de la elaboración de la Constitución, 
ésta ha querido excluir deliberadamente la posibilidad 
de separación de una provincia de una Comunidad Autó- 
noma ya formada por otra vía que la de la reforma de los 
Estatutos. 

Considera el Abogado del Estado que los argumentos 
de índole histórica y geográfica son irrelevantes para ob- 
tener la separación de León que se pretende en el recur- 
so, y afirma, por último, que el artículo 3 del Estatuto 
impugnado es conforme al artículo 147.2, c) de la Consti- 
tución, que permite un cumplimiento mediato de la exi- 
gencia que contiene. 

En escrito de 20 de octubre de 1983 don Luis Fer- 
nández Fernández-Madrid solicitó se incorporase a los 
autos copia del auto dictado el 4 de octubre de 1983 por 
la Sala IV del Tribunal Supremo mediante el cual se 
modificó el dictado por la misma Sala el 24 de mayo del 
mismo año y se declaró que a don Luis Herrero Rubinat 
y a otros litigantes se les tenía por satisfechos extrapro- 
cesalmente en las pretensiones deducidas contra los 
Ayuntamientos de La Antigua y otros de la provincia de 
León, y en escrito de'29 de octubre de 1983 propuso 
prueba documental pública consistente en: 1: La ya in- 
corporada a las actuaciones; 2: Los antecedentes obran- 
tes en la Mesa del Congreso referentes al Proyecto de 
Ley; 3: Certificación del Ayuntamiento de León del 
acuerdo adoptado el día 25 de octubre de 1983 de aparta- 
miento de la provincia de León de la Comunidad Autóno- 
ma de Castilla y León; 4." Certificación de la Diputación 
de León que acredite que por los Ayuntamientos que se 
expresarán se adoptaron durante el mes de enero de 1983 
acuerdos expresos de separación de la provincia de la 

3. 

4. 

Comunidad Autónoma indicada; 5: Certificación de l a ,  
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misma Diputación del número total de Ayuntamientos 
que se opusieron inicialmente a la integración, con indi- 
cación del Censo electoral de cada uno de ellos, del pro- 
vincial de población y del número de Municipios de la 
Provincia; 6: Certificación que ha de expedir la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territo- 
rial de Valladolid, en la que, en relación con el recurso 
599/80, seguido ante la misma, se testimonien la totali- 
dad de los documentos aportados con la demanda, el 
hecho 4: de la misma y la súplica; 7: Certificación que 
han de librar ciertos Ayuntamientos de la provincia de 
León, cuyo número y circunstancias no se detallan, refe- 
rentes al apartamiento de la provincia de la Comunidad 
de Castilla y Leoh, y 8." Recortes de determinados perió- 
dicos de la ciudad de León. 

La Sección acordó admitir la prueba documental pú- 
blica propuesta, con excepcibn de la comprendida en el 
apartado 7: por no encontrarse debidamente determina- 
da, y practicar la prueba admitida expidiendo para ello 
los correspondientes despachos. En ejecución de ello, por 
escrito de 8 de noviembre de 1983 el Comisionado don 
Luis Fernández Fernández-Madrid suplica que se unie- 
ran a los autos las certificaciones expedidas por el Ayun- 
tamiento de La Antigua y otros de la provincia de León; 
por escritos de 9 y 10 de noviembre de 1983 el Comisio- 
nado don Luis Fernández Fernández-Madrid suplica se 
unan a los autos las certificaciones de los Ayuntamientos 
de Quintanar del Morco y otros de la provincia de León, 
y mediante providencia de 30 de noviembre de 1983 se 
acordó tener por recibidas las certificaciones remitidas 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au- 
diencia Territorial de Valladolid y por el Presidente del 
Congreso de los Diputados y proceder según lo dispuesto 
en el artículo 88.1 de la LOTC. 

En su escrito de 17 de diciembre de 1983 el Aboga- 
do del Estado afirma que el auto de 4 de octubre de 1983 
de la Sala 4.' del Tribunal Supremo no puede interpre- 
tarse como consagración de la validez del acuerdo revo- 
catorio adoptado por la Diputación Provincial de León 
de 13 de enero de 1983, como pretenden los demandan- 
tes, «pues la posibilidad o imposibilidad de revocar los 
acuerdos favorables al proceso autonómico sólo de la 
Constitución pueden deducirse» y tal deducción es de la 
competencia del Tribunal Constitucional. Por ello man- 
tiene sus tesis iniciales y suplica la desestimación del 
recurso. 

6. De la prueba practicada y de la documentación 
que obra en autos resultan los siguientes antecedentes 
del presente recurso: 

5. 

3: Contra los acuerdos municipales del Ayuntamien- 

- 

1 .Y En sesiones celebradas a lo largo del mes de abril 
de 1980, ciento cincuenta y ocho Ayuntamientos de la 
provincia de León acordaron ejercer la iniciativa a que se 
refiere el artículo 143.2 de la Constitución Española para 
constituir la Comunidad Autónoma de Castilla y León. 
2: En sesión celebrada el 16 de abril de 1980 la Dipu- 

tación Provincial de León adoptó un acuerdo de igual 
contenido. 



to de La Antigua y otros 57 de la provincia de León se 
interpuso recurso contencioso-administrativo por don 
Luis Hemro Rubinat y otros, siendo parte coadyuvante 
la Unión del Centro Democrático. Contra la sentencia 
dictnda en dicho recurso número 599 de 1980 por la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Terri- 
torial de Valhdolid el 7 de julio de 1982 los demandantes 
interpusieron recurso de apelaci6n que fue admitido en 
ambos efectos por la Sala 4.' del Tribunal Supremo. 

4." En la sesión celebrada en Salamanca el día 7 de 
julio de 1982 la Asamblea de Parlamentarios y Diputados 
Provinciales aprob6 el Proyecto de Estatuto de Autono- 
mía de Castilla y León, que fue remitido al Presidente del 
Congreso de los Diputados el 24 de julio de 1981. Dicho 
Proyecto fue publicado en el .Boletín Oficial de las Cor- 
tes Generales* (Congreso de loa Diputados), Serie H, nú- 
mero 66-1, de 26 de septiembre de 1981 y en el mismo 
eBoletínm, Serie H, número 3-1, de 3 de diciembre de 
1982, y tramitado como proyecto de Ley Orgánica. 

5." En sesión celebrada el día 13 de enero del año 
1983 la Diputación Provincial de ' A n  acord6 dejar sin 
efecto su anterior acuerdo de 16 ue abril de 1980 de ini- 
ciar el pmccso para la constitución del ente autonómico 
uniprovincial de León. 

6.0 Remitida notificación al Congreso de los Diputa- 
dos del acuerdo que adopta la Diputaci6n de Le6n el día 
13 de enero de 1983, la Mesa del Congreso, en s u  sesión 
de 19 de enero de 1983, acuerda no suspender la tramita- 
ción del proyecto de Estatuto de Autonomía. 

7." En el *Boletín Oficial del Estado. de 7 de marm 
de 1983 se publicó la Ley Orgánica 411983, de Estatuto 
de Autonomía de Castilla y León. 

8: Mediante escrito dirigido a la Sala 4.' del Tribunal 
Supremo del día 4 de marzo de 1983, al que se acompaña 
certificación del acuerdo adoptado por la Diputación de 
Ledn el día 13 de enero del mismo año, los demandantes 
en el recurso número 599 de 1980 suplican se les tenga 
por satisfechos extrapmxsalrnente de las pretensiones 
deducidas en la demanda. 

9: Con fecha 24 de mayo de 1983 la Sala 4: del Tri- 
bunal Supremo dictó auto teniendo por desistidos en su 
r e c m  a los demandantes don Luis Herrero Rubinat y 
o-, a tenor de lo dispuesto en el artículo 88 de la Ley 
de la Jurisdicción contencioso-administrativa. Contra di- 
cho auto se interpuso recurso de súplica con la que se 
declarase de forma expresa que los demandantes han si- 
do satisfechos extraprocesalmente de la pretensión dedu- 
cida en la demanda. 

10. A lo largo de 1983, en la mayor parte de los casos 
en los meses de octubre y noviembre, diversos Ayunta- 
mienta de la provincia de Le6n adoptaron acuerdos, 
dejando sin efectos los anteriores que se mencionan en el 
pimdo 2." de este antecedente y ejerciendo la iniciativa 
a que se nfien el artículo 143.2 de la Constitución Espa- 
fida para la formacidn de un ente autonómico uniprovin- 
cid integrado tan 9610 por Le6n. 

11. Mediante Auto de 4 de octubre de 1983, la Sala 4.' 
del Tribunal Supremo reforma el anterior de 24 de mayo 
del mismo ano y tiene por satisfechos extraprocesalmen- 

te a los demandantes en las pretensiones deducidas en el 
recurso 599 de 1980, ya referenciado. 

7. Por providencia de 20 de septiembre actual se se- 
na16 p k  deliberación y votación de este recurso el día 
25 del mismo mes, fecha en que tuvo lugar. 

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1. La primera de las cuestiones de derecho plantea- 
das en el presente recurso es la de si el acuerdo adoptado 
por la Diputación.Provincia1 de León el día 13 de enero 
de 1983, revocando el de 16 de abril de 1980, en el que se 
ejercía la iniciativa del proceso autonómico a que alude 
el artículo 143.2 de la Constitución Española, debió o no 
producir como efecto la exclusión de la Provincia de 
Eeón de la Comunidad Autónoma de Castilla-León, a la 
que había de pertenecer según el correspondiente proyec- 
to de Estatuto de Autonomía, ya aprobado como tal por 
el Consejo General de Castilla y Le6n el 7 de julio de 
1982, publicado para su tramitaci6n legislativa en el 
aBoletín Oficial de las Cortes Generales* (Congreso de 
los Diputados), de 3 de diciembre de 1982, y aprobado y 
promulgado sin modificación en este extremo como Ley 
OrgAnica 411983, de 25 de febrero. 

Al circunscribir así el problema queda indicado que no 
vamos a pronunciarnos acerca del efecto a atribuir en, 
este orden de cosas a los acuerdos mediante los cuales 
ciertos Ayuntamientos de la provincia de León han deci- 
dido revocar los anteriores de ejercicio de la iniciativa 
autonómica dentro de la Comunidad castellano-leonesa 
para promover la constitución de una Comunidad Aut6- 
noma de León exclusivamente. De tales acuerdos no se 
hace mención alguna en el escrito de interposición del 
recurso de inconstitucionalidad y aun que a propuesta de 
los recurrentes se ha practicado abundante y detallada 
prueba sobre tal extremo, no se ha formulado alegación 
alguna que los tome como base fáctica de la pretensi611, 
que ciertamente mal podría prosperar sobre tal funda- 
mento porque dichos acuerdos municipales revocatorios 
son posteriores a la promulgación y entrada en vigor de 
la Ley que se impugna en el presente recurso y, en conse- 
cuencia, en nada pueden influir a la hora de dilucidar si 
la provincia de León debió o no quedar excluida de la 
Comunidad Autónoma a la que la mentada Ley propor- 
ciona Estatuto. A estos efectos, por tanto, únicamente ha 
de examinarse el acuerdo revocatorio de la Diputacidn 
de M n ,  adoptado el día 13 de enero de 1983, en fecha 
anterior a la de la Ley traída a este juicio. 

Con ello queda dicho, asimismo, que la presente sen- 
tencia no puede pronunciarse sobre el problema de si la 
provincia de León puede o no segregarse, ahora o en el 
futuro, de la Comunidad Autónoma a la que pertenece en 
la actuaiidad, ni tampoco sobre cuál sería la vía a través 
de la cual podría alcanzar tal objetivo, pues de lo que se 
trata aquí es rlnica y exclusivamente de si la manifesta- 
ción de la voluntad de la Diputación de no ser incluida 
en la Comunidad castellano-leoncsa en gestaci6n en 
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aquel momento debió o no conducir a que el legislador 
se abstuviese de incluirla en ella. La cuestión de lo que la 
provincia de León pueda pretender en el futuro no guar- 
da relación alguna con este concreto problema. 

2 .  Así circunscrito el objetivo de este pronunciamien- 
to, es obligado indicar también que la uquestio iurisn 
planteada no es la de la validez del acuerdo revocatorio 
adoptado por la Diputación Provincial, como parecen 
afirmar los recurrentes con su interpretación del Auto de 
4 de octubre de 1983 de la Sala 4.' del Tribunal Supremo 
en el cual se tiene por satisfechos, extraprocesalmente a 
los demandantes en las pretensiones deducidas contra 
los originarios acuerdos de la iniciativa autonómica de 
algunos Ayuntamientos de la provincia de León, satisfac- 
ción extraprocesal que a juicio de los demandantes en el 
correspondiente recurso contencioso-administrativo se 
había producido por cuanto la iniciativa autonómica ya  
ha perdido toda posibilidad de prosperar tras la adop- 
ción del acuerdo revocatorio por la Diputación Provin- 
cial. 

La tesis que mantienen los recurrentes, quienes afir- 
man que con el Auto citado la Sala 4.' ha venido a consi- 
derar válido el acuerdo revocatorio de 13 de enero de 
1983 no sólo no es correcta, sino que, además, no guarda 
relación con el problema que nos ocupa, que no es otro 
que el de si dicho acuerdo, en el momento en que se 
adoptó, pudo o no privar al revocado de la eficacia im- 
pulsora de la integración de León en la Comunidad Autó- 
noma castellano-leonesa, cuestión cuya eventual respues- 
ta negativa no excluye que el acuerdo hubiera podido 
surtir otros efectos de haber sido distinta la suerte del 
proyecto de ley durante cuya tramitación se adoptó. 

El principal argumento del Abogado del Estado pa- 
ra instar la desestimación del recurso es que el concurso 
de la voluntad de la Diputación de León que se manifestó 
en el acuerdo de 16 de abril de 1980 no era en rigor 
necesario para integrar a la provincia en la Comunidad 
castellano-leonesa, de lo que se desprende que el acuerdo 
revocatorio de 13 de enero de 1983 tampoco podía impe- 
dir tal integración. 

Tal tesis se fundamenta fácticamente en que en sesión 
extraordinaria celebrada en Palencia el día 16 de octubre 
de 1979, el Pleno del Consejo General de Castilla y León 
- e n t e  preautonómico creado por Real Decreto-ley de 13 
de junio- acordó .iniciar el proceso autonómico según 
prevé la Constitución en su Título VI11 y Disposición 
Transitoria Primera., publicándose dicho acuerdo en el 
*Boletín Oficial del Consejo General de Castilla y León. 
número 4, de 1 de noviembre de 1979. 

Sin embargo, lo cierto es que ese acuerdo del Pleno del 
Consejo no pudo producir el efecto que prevé la Disposi- 
ción Transitoria Primera de la Constitución Española, 
según la cual uen los territorios dotados de un régimen 
provisional de autonomía sus órganos colegiados, me- 
diante acuerdo adoptado por mayoría absoluta de sus 
miembros, podrán sustituir la iniciativa que el apartado 
2." del artículo 143 atribuye a las Diputaciones Provincia- 
les o a los órganos interinsulares correspondientes.. El 
artículo 2: del Real Decreto Ley 2011978, de 13 de junic 

3.  

por el que se aprueba el régimen preautonórnico para 
Castilla y León, menciona a la provincia de León, cierta- 
mente, pero la Disposicioh Transitoria del citado texto 
legal dice que alos parlamentarios de cada una de las 
provincias enumeradas en el artículo 2: decidirán, por 
mayoría de dos tercios, la incorporación de las mismas al 
Consejo General de Castilla y León. y no consta que en el 
momento en que se adoptó por el Consejo el acuerdo de 
16 de octubre de 1979 los parlamentarios leoneses hubie- 
sen adoptado el acuerdo de incorporación a que se refiere 
la Disposición Transitoria del Real Decreto-Ley a que se 
acaba de aludir. No podía operarse, en consecuencia, la 
sustitución a que alude la Disposición Transitoria Prime- 
ra de la Constitución, que obviamente sólo opera para 
las Diputaciones de aquellas provincias que pertenezcan 
al ente preautonómico cuyo órgano colegiado adopte el 
acuerdo a que alude la citada Disposición Transitoria. 

4. Tampoco es admisible la tesis del Abogado del Es- 
tado' de que el concurso de la voluntad de la Diputación 
de León no era necesario, ni su revocación podría produ- 
cir efecto alguno, porque las Cortes Generales pueden, de 
acuerdo con el artículo 144 c) de la Constitución, susti- 
tuir la iniciativa de las Corporaciones Locales a que se 
refiere el articulo 143 en su apartado 2 .  Tal facultad de 
sustitución sólo puede ejercitarse mediante Ley Orgáni- 
ca, según dice el artículo 144, y, si bien el precepto no lo 
dice expresamente, está claro que ha de tratarse de ley 
aprobada precisamente al amparo de dicho precepto sin 
que pueda considerarse que se ha cumplido el requisito, 
y ejercida la facultad por él condicionada, el aprobar un 
Estatuto de Autonomía como Ley Orgánica, según exige 
la norma constitucional, porque de ser así no tendría 
sentido alguno la iniciativa de las Corporaciones, cuya 
eventual ausencia resultaría siempre automáticamente 
suplida por la voluntad de las Cortes manifestada en el 
solo hecho de aprobar un Estatuto que las abarcase. 

De acuerdo con el artículo 143.2 de la Constitución 
Española, regla común en la materia y de aplicación en 
el presente caso, E( la iniciativa del proceso autonómico 
corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al 
órgano interinsular correspondiente y a las dos terceras 
partes de los municipios cuya población represente al 
menos la mayoría del censo electoral de cada provincia o 
islaw. Quiere esto decir bien a las claras que se atribuye a 
la Diputación provincial y a los Municipios, estos Últi- 
mos en la cuantía que se acaba de indicar, la facultad de 
impulsar la constitución de la provincia en Comunidad 
Autónoma o la de constituir una tal Comunidad con 
otras provincias que manifiesten asimismo una voluntad 
concordante. Esto es precisamente lo que hicieron en el 
mes de abril de 1980 una mayoría suficiente de munici- 
pios leoneses y la misma Diputación Provincial. 

Con los acuerdos adoptados en tal sentido se produce, 
por tanto, un impulso del proceso de constitución de la 
Comunidad Autónoma, impulso sin el cual ésta no podría 
constituirse o no podría abarcar a la provincia en que 
faltan, a no ser que las Cortes Generales hiciesen uso de 
la facultad que les concede al artículo 144 c) de la Consti- 
tución. 

5. 
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Sin embargo, que tal impulso inicial sea necesario - 
salvo la hipótesis excepcional indicada- no significa 
que haya de mantenerse en lo sucesivo y que, como pre- 
tenden los recurrentes, la revocación del acuerdo de la 
Diputación Provincial, o del de suficiente número de 
Ayuntamientos, haya de suponer que la provincia de que 
se trate tenga que considerarse excluida de la Comuni- 
dad Autónoma en cuestión. Los Ayuntamientos y la Di- 
putación impulsan un proceso, pero no disponen de él, 
por la doble razón de que, producido válidamente el im- 
pulso, son otros los sujetos activos del proceso y otro 
también el objeto de la actividad que en éste se desplie- 
ga: según el artículo 146 una Asamblea compuesta por 
los miembros de las Diputaciones de las provincias afec- 
tadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas 
elaborará un proyecto de Estatuto que será elevado a las 
Cortes para su tramitación como Ley. El sujeto del pro- 
ceso no está integrado ya, como en su fase de impulsión 
preliminar, por las Diputaciones y Municipios, sino que 
es un nuevo órgano que nace porque ya se ha manifesta- 
do la voluntad impulsara y que expresa ahora la del te- 
rritorio en su conjunto: y esa voluntad ya tiene un objeto 
distinto, el régimen jurídico futuro del territorio que ya 
ha manifestado su voluntad de constituirse en Comuni- 
dad Autónoma mediante actos de iniciativa que ya han 
agotado sus efectos. Admitir que tras la convocatoria de 
la Asamblea a que se refiere el artículo 146 de la Consti- 
tución cualquier provincia puede desvincularse del pro- 
ceso seria tanto como afirmar que en cualquier momento 
puede poner fin al proceso autonómico obligando a rea- 
brir otro con distinto sujeto y objeto también diferente. 

La ordenación del proceso obliga más bien a la conclu- 
sión contraria: los actos a que se refiere el artlculo 143 
son, como el propio precepto indica, actos de iniciativa, 
actos de primera impulsión del proceso que agotan sus 
efectos cuando éste ha entrado en su siguiente fase. 

En el caso que nos ocupa el acuerdo de revocación fue 
adoptado por la Diputación de León en un momento, el 
13 de enero de 1983, posterior no sólo a la convocatoria 
de la Asamblea a que alude el artículo 146 de la Constitu- 
ción, sino posterior también a la recepci6n en el Congre- 
so de los Diputados del Proyecto que dicha Asamblea 
adoptó y la publicación del mismo en el *Boletín Oficial 
de las Cortes Generales*, Congreso de los Diputados - 
que se publicó por primera vez el 26 de septiembre de 
1981 y por segunda, tras las elecciones generales de octu- 
bre de 1982, el día 2 de diciembre de 1982-, tras el 
examen por la Mesa a que alude el artículo 136 del Re- 
glamento correspondiente. Ello significa que a las consi- 
deraciones hechas hasta aquí cabría ailadir otras que tu- 
viesen en cuenta las consecuencias a derivar de la con- 
versión del Proyecto de la Asamblea en proyecto de Ley 
que la Cámara ya ha hecho suyo. Lo que ya se ha dicho 
es, sin embargo, suficiente para concluir que, en el mo- 
mento en que se adoptó, el acuerdo de 13 de enero de 
1983 ya no podía privar al de 16 de abril de 1980 de una 
eficacia que se había agotado tiempo atrás. 

6. Las infracciones de preceptos del Reglamento del 
Congreso de los Diputados que los recurrentes denuncian 

no se han producido en absoluto. No se ha infringido el 
artículo 136, apartados 1.0 y 3.0 de dicho Reglamento, 
como los recurrentes afirman, porque ese precepto regu- 
la la actividad a desarrollar por la Mesa *recibido en el 
Congreso un proyecto de Estatutos y es manifiesto que 
tal calificación no cuadra al acuerdo del que la Diputa- 
ción remitió certificación a la indicada Mesa. 

Tampoco se ha infringido lo dispuesto en el articulo 
207 del mismo Reglamento, según el cual, *disuelto el 
Congreso de los Diputados o expirado su mandato, que- 
darán caducados todos los asuntos pendientes de examen 
y resolución por la Cámara, excepto aquellos de los que 
constitucionalmente tenga que conocer la Diputación 
Permanentes. Es verdad que el proyecto de Estatuto de 
Autonomía fue remitido a la Mesa del Congreso en la 
anterior legislatura y,  en consecuencia, caducó en aplica- 
ción del articulo 207 citado. Sin embargo, tal caducidad 
obedece al principio de representatividad de la Cámara, 
en virtud de la cual ésta no está vinculada por los actos 
de la anterior, y ello quiere decir que la caducidad puede 
ser excepcionada por la propia Cámara haciendo suyos 
los asuntos pendientes cuando así lo permita su naturale- 
za. En este caso concreto nos hallamos ante un proyecto 
de Estatuto que la Asariiblea de Parlamentarios había 
remitido al Congreso, que lo habla hecho suyo publicán- 
dolo en el *Boletín Oficial de las Cortes Generales. (Con- 
greso de los Diputados) Serie M, núm. 66-1, de 26 de 
septiembre de 1981, para su tramitación como Ley Orgá- 
nica y que, por tanto, había quedado ya desvinculado del 
órgano que le dio origen y que agotó en ello su función. 
Por todo ello hay que concluir que la Mesa actuó correc- 
tamente cuando en su reunión de 30 de noviembre de 
1982 acordó ordenar la publicación del proyecto, que se 
hizo en el *Boletín Oficial de las Cortes Generales. (Con- 
greso de los Diputados) Serie M, número 3-1, de 3 de 
diciembre de 1982. 

7. Los recurrentes mantienen que el Estatuto de Au- 
tonomía de Castilla y León viola el artículo 147.2, c), de 
la Constitución, según el cual los Estatutos deberán con- 
tener la sede de las instituciones autónomas, porque en 
el articulo 3:, en lugar de determinarse ésta, se dice que 
*constituidas las Cortes de Castilla y León en la Villa de 
Tordesillas, aprobarán, en su primera sesión ordinaria, 
la sede o sedes de sus instituciones de autogobierno, por 
mayoría de dos tercios s. 

La determinación del contenido mínimo de los Estatu- 
tos que se hace en el artículo 147.2 de la Constitución no 
puede producir, sin embargo, a una conclusión como la 
que los recurrentes defienden, porque de ella no puede 
conducir una reserva estatutaria absoluta, única hipóte- 
sis en la que la afirmación de los recurrentes sería indis- 
cutible. Ciertamente no existe tal reserva ni siquiera 
frente a las leyes del Estado en lo que se refiere a las 
competencias (articulo 147.2, c), ya que éstas pueden re- 
sultar también de las leyes estatales no estatutarias a 
que se refiere el articulo 150 de la Constitución. Tampoco 
existe tal reserva estatutaria absoluta frente a la Ley de 
la Comunidad Autónoma en lo que se refiere a la organi- 
zación de las instituciones autónomas propias, cuyo de- 
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sarrollo mediante Ley no podría considerarse contrario 
al artículo 147.2, c). Y lo mismo hay que decir de la 
determinación de la sede de tales instituciones. El pre- 
cepto contenido en el artículo 147.2, c) de la Constitución 
significa sin duda la absoluta exclusión de la norma esta- 
tal no estatutaria, pero no se ve razón para afirmar que 
se ha infringido cuando, como ocurre en el caso presente, 
aun no fijándose la sede por su nombre, se establece qué 
órgano habrá de determinarla, cuándo y dónde habrá de 
hacerlo y con qué mayoría, que es perfectamente acorde 
con una interpretación, que no hay motivos para recha- 
zar, que ve en el artículo 147.2, d) una reserva estatutaria 
sólo relativa en la materia que nos ocupa. 

F A L L O  

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu- 
cional 

POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTI- 
TUCION DE LA NACION ESPANOLA, 

Ha decidido: 
Desestimar el recurso de inconstitucionalidad promo- 

vido por don Luis Fernández Fernández-Madrid, Comi- 
sionado por 53 Senadores más, contra la Ley Orgánica 
411983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de 
Castilla-León, 

Publiquese en el UBoletín Oficial del Estado». 
Dada en Madrid, a veintiocho de septiembre de mil 

novecientos ochenta y cuatro. 

ES COPIA 
EL SECRETARIO DE JUSTICIA 
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